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Presentación 
 
El potencial de contribución de la CTCI a Chile se palpa en los distintos espacios en que este se conecta con 
realidades concretas y actores específicos.  
 
Este documento da cuenta de seis ejemplos identificados en los diálogos regionales realizados en el marco 
del proceso de elaboración de la Estrategia Nacional de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación 
para el Desarrollo 2026, la cual se ha construido en un momento de transformaciones profundas que 
adquieren rostros, ritmos y consecuencias distintas en cada región del país. 
 
Estos corresponden a un subconjunto de los desafíos identificados en las conversaciones sostenidas en las 
mesas regionales, que buscan dar cuenta de la diversidad territorial y temática en ámbitos de contribución 
de la CTCI a desafíos clave para el país. 
 
Los relatos fueron construidos a partir de la sistematización del proceso de diálogos, la revisión de 
antecedentes y el aporte directo de las personas que participaron en las mesas de trabajo y que son parte 
de estas historias de colaboración, transferencia y generación de conocimiento en distintas regiones del 
país, aportando soluciones relevantes al desarrollo productivo, social y territorial. 
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Innovación frente al déficit hídrico en Tarapacá 
 
En la cosmovisión Aymara de la región de Tarapacá, el agua es el legado del sacrificio de Tunupa, el dios 
viajero cuyas lágrimas de dolor por la persecución y la ingratitud de los hombres del desierto se filtraron en 
la arena para transformarse en ríos subterráneos custodiados por el Sereno, el espíritu músico del mundo 
de abajo. Este guardián mantiene el flujo de las vertientes mientras el hombre sepa escuchar su melodía; si 
el equilibrio se rompe por la ambición o el descuido, el Sereno se retira, dejando tras de sí el silencio de la 
sequía.  
 
Hoy, esa geografía simbólica convive con una realidad demográfica y ambiental cada vez más áspera. 
Tarapacá ya sabe lo que es ser un territorio de extracción: vivió el auge histórico del salitre, donde la 
riqueza se extrajo y se agotó, dejando solo el latón oxidado crujiendo al viento de las salitreras en medio de 
la pampa. Hoy, esa historia se actualiza en una minería de altos estándares que ha sido motor de movilidad 
social para miles de familias, pero que se enfrenta a un límite distinto: la fragilidad del agua. El desierto que 
alguna vez sostuvo campamentos y ferrocarriles de salitre ahora debe sostener faenas mineras, ciudades 
costeras y comunidades altoandinas con un recurso hídrico cada vez más escaso.  
 
Según las normales climatológicas de la Dirección Meteorológica de Chile y los estudios de clima costero 
para Tarapacá, la lluvia anual en pleno desierto apenas alcanza unos milímetros, con promedios cercanos a 
1 mm en la costa, un contraste importante con los casi 300 mm que caen cada año en Santiago. Esta aridez 
ha impulsado durante décadas una extracción intensiva de aguas subterráneas que, en varias cuencas 
clave, supera con creces la capacidad de recarga natural de los acuíferos y mantiene un balance hídrico 
deficitario. En zonas como la Pampa del Tamarugal, la sobreexplotación sostenida compromete las 
reservas profundas, hace que el agua pierda su fuerza hidrodinámica y debilita los flujos que alimentan 
vertientes y humedales altoandinos. Así, los bofedales de la cordillera comienzan a secarse lentamente y, 
con ellos, se apaga la vida de pastizales, aves y camélidos que dependen de esos oasis de humedad en 
medio del desierto.  
 
Esta configuración geológica no es solo un desafío de ingeniería, sino también un riesgo biológico invisible. 
Al haber menos agua, los metaloides naturales del desierto, como el arsénico y el boro, se concentran en 
acuíferos y quebradas altoandinas, elevando los riesgos sanitarios para las comunidades que dependen de 
esas fuentes. Estudios en Tarapacá muestran niveles de arsénico en el agua y en los sedimentos muy por 
encima de las normas de potabilidad y de riego, configurando un escenario de exposición crónica que se 
suma a otros factores de riesgo ambientales y de estilo de vida.  
 
En la Región de Tarapacá, el cáncer de pulmón se mantiene como la principal causa de muerte oncológica, 
representando entre el 20% y el 25% de las defunciones por cáncer, según datos recientes del 
Departamento de Estadísticas e Información de Salud (DEIS, MINSAL, 2022–2024). A su vez, la macrozona 
norte de Chile presenta tasas elevadas de cánceres históricamente asociados a la exposición a arsénico en 
agua potable, particularmente los de pulmón, vejiga y piel (Smith et al., 2018; Ferreccio et al., 2013; IARC, 
2012). Se trata de un efecto de latencia (con periodos de 20 a 40 años) derivado de exposiciones ocurridas 
principalmente durante la segunda mitad del siglo XX, cuyos impactos persisten hasta hoy, pese a la 
reducción de los niveles de arsénico en el agua desde los años 70 (WHO, 2017; MINSAL, 2018). Actualmente, 
la respuesta sanitaria se basa en la vigilancia epidemiológica, el fortalecimiento del diagnóstico precoz y las 
mejoras sostenidas en la regulación de la calidad del agua potable.  
 
Tarapacá encarna así una paradoja persistente: una región estratégica para la economía nacional, pero 
donde las condiciones ambientales han implicado históricamente riesgos sanitarios significativos. En este 
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contexto, el informe “Environmental Performance Reviews: Chile” de la OCDE (2024) advierte que el 
crecimiento económico no necesariamente se traduce en bienestar ambiental ni en mejores condiciones de 
salud. Frente a ello, la innovación científica y tecnológica emerge como un eje clave para conciliar el 
desarrollo y la sostenibilidad. En particular, la desalinización por ósmosis inversa se ha consolidado como 
una alternativa estratégica para reducir la presión sobre fuentes continentales, especialmente en el norte 
de Chile. Este proceso se ve favorecido por una matriz eléctrica con alta penetración de energías 
renovables, que en el Sistema Eléctrico Nacional ha superado el 60% anual y niveles cercanos al 100% en 
ciertos periodos horarios en el norte, lo que abre la posibilidad de avanzar hacia un modelo hídrico más 
sostenible y resiliente (Coordinador Eléctrico Nacional, 2024; Ministerio de Energía, 2023).  
 
Empresas como Collahuasi y Teck han comenzado a bombear agua de mar desalinizada hacia la cordillera, 
con plantas capaces de producir entre 1.000 y 1.300 litros por segundo y acueductos que atraviesan casi 
200 kilómetros de desierto. Estos proyectos se respaldan con sistemas de gestión de activos hídricos con 
Inteligencia Artificial, que optimizan el bombeo según la demanda y la disponibilidad energética, y con 
redes de telemetría satelital y sensores que monitorean en tiempo real el nivel y la profundidad de las 
napas. 
 
Esta infraestructura, si se gobierna con criterios socioambientales exigentes, permite que las aguas 
subterráneas recuperen gradualmente su equilibrio, mientras que cada litro de agua continental ahorrada 
contribuye a la restauración de los ecosistemas locales. Pero la verdadera revolución no es solo extraer 
agua del mar, sino avanzar hacia la economía circular como una nueva ética del desierto: un modelo donde 
el agua servida se reincorpora como recurso para la agricultura y donde los residuos mineros pueden 
transformarse en insumos para nuevos procesos productivos. Esta visión no es solo aspiracional, sino que 
ha sido cada vez más respaldada por la evidencia internacional.  
 
El informe “Environmental Performance Reviews: Chile” de la OCDE (2024) advierte que, pese a sus avances 
económicos, el país continúa rezagado en varios indicadores de desempeño ambiental en comparación con 
otras economías desarrolladas, particularmente en la presión sobre los recursos hídricos. En paralelo, la 
Fundación Ellen MacArthur en su reporte para el Cambio Climático (2019), posiciona la economía circular 
como una herramienta clave para reducir el impacto ambiental de los sistemas productivos, promoviendo 
la reutilización de recursos y la regeneración de los sistemas naturales. En este contexto, la gestión 
inteligente de los residuos y de los flujos hídricos aparece no sólo como una necesidad técnica, sino como 
una oportunidad estratégica para que regiones como Tarapacá transiten desde un modelo extractivo hacia 
uno más resiliente, eficiente y sostenible. Producir cobre ya no es suficiente si se respira aire contaminado, 
se pierden bofedales y se arrastran legados tóxicos por generaciones.  
 
Para que esta transición sea algo más que una promesa tecnológica, se requiere una institucionalidad del 
agua robusta y con pertinencia territorial. Una gobernanza regional permitiría presupuestos atingentes y 
lineamientos que respondan a la urgencia de las cuencas y no solo a los dictámenes nacionales de 
Santiago, como enfatizan los especialistas sectoriales. Ello implica también encarar las tensiones locales, 
como el recelo de las caletas de pescadores frente a la descarga de salmuera, mediante una gestión técnica 
rigurosa que evite gradientes de salinidad dañinos para la biodiversidad bentónica.  
 
El futuro de Tarapacá se juega, en buena medida, en esta voluntad de innovación colectiva que exige 
autonomía y diálogo entre ciencia, comunidades y Estado. Superar marcos regulatorios rígidos que no 
conversan con la realidad regional se vuelve gravitante: la seguridad hídrica, fundamentada en ciencia 
aplicada, economía circular y respeto por el agua, aparece como el mejor camino para que la región 
transforme la antigua lógica extractiva en una prosperidad compatible con la salud de su gente y de sus 
ecosistemas.  
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Antofagasta y el latido de la tierra ancestral 
 
“La piedra es la única que no tiene prisa en el desierto”, solía decirse en la pampa salitrera, pero hoy el 
ritmo de la Región de Antofagasta ha cambiado. En la inmensidad del Desierto de Atacama, el territorio 
protagoniza una revolución que trasciende lo extractivo: se ha convertido en un laboratorio vivo a cielo 
abierto que sostiene una parte decisiva de la transición energética y digital del siglo XXI. Produce una 
fracción sustantiva del cobre del país y concentra buena parte del litio chileno, al tiempo que alberga cielos 
astronómicos de clase mundial y ecosistemas extremos únicos en el planeta. Con todo ello, Antofagasta 
puede consolidarse como un territorio de escala global que articula minería avanzada, ciencia de frontera y 
bienestar regional, siempre que logre integrar conocimiento, identidad y gestión territorial en un nuevo 
pacto social. 
 
Bajo el paradigma emergente de la minería verde, la región busca reconstruir su identidad sobre una 
premisa estructural: “no se ama lo que no se conoce”. En ese proceso, el rol de los pueblos ancestrales es 
decisivo porque aporta un conocimiento de la adaptación milenaria indispensable para habitar el desierto 
del futuro. La cosmovisión del Ayllu de las comunidades Lickanantay reconoce el territorio como un tejido 
vivo y sagrado, donde el agua —Puri— es la sangre que permite la crianza de la vida. Esa comprensión, 
además de espiritual, dialoga con la evidencia científica sobre ecosistemas frágiles, escasez hídrica 
estructural y resiliencia climática, en una región donde la gestión del agua define tanto la continuidad de la 
actividad productiva como la calidad de vida cotidiana.  
 
En los salares del Desierto de Atacama habitan microorganismos extremófilos capaces de sobrevivir a 
niveles extraordinarios de radiación y salinidad, estudiados por equipos como el Centro de Biotecnología 
de Sistemas de la Universidad de Antofagasta para aplicaciones en biotecnología, minería limpia y 
medicina. El desierto se convierte así en un laboratorio natural de escala mundial, donde la biodiversidad 
invisible deja de ser mero paisaje y se transforma en un activo científico y productivo estratégico. A ello se 
suma otra dimensión distintiva: sus cielos, un polo global de astronomía desde donde observatorios como 
Paranal y ALMA permiten escudriñar el universo gracias a una transparencia atmosférica excepcional. 
Proteger esa nitidez frente a la contaminación lumínica y una urbanización desordenada exige tratar los 
cielos oscuros como un recurso natural finito, tan crítico como el agua o los minerales.  
 
En este contexto, la investigación científica se vuelve cimiento de una forma contemporánea de soberanía. 
Sin estudios sistemáticos sobre la dispersión de arsénico, cadmio y antimonio en suelos y aguas, la 
población queda desprotegida frente a la toxicidad de su entorno; por eso, la generación de conocimiento 
opera como herramienta de justicia ambiental tanto como de desarrollo productivo. Esta geografía alberga 
además un hito mundial: San Pedro de Atacama. Con paisajes que van desde la majestuosidad del Valle de 
la Luna hasta la fuerza de los géiseres del Tatio, se ha consolidado como un imán para el turismo 
internacional de alto valor, que dinamiza la economía local y abre espacio a emprendimientos culturales, 
científicos y de naturaleza.  
 
Ese dinamismo, sin embargo, tensiona el bienestar local en un contexto de escasez de agua continental, 
impulsando una transición acelerada hacia la desalinización y el uso intensivo de energías renovables (en 
particular la solar) para sostener la vida y la actividad productiva. La misma geografía que atrae visitantes 
de todo el mundo exige nuevas formas de gobernanza para que la experiencia del “desierto infinito” no se 
construya a costa de la seguridad hídrica y la salud de quienes lo habitan: el informe 2023 de la OCDE 
“Mining Regions and Cities in the Region of Antofagasta, Chile” confirma que la región combina el PIB per 
cápita más alto del país con la esperanza de vida más baja entre las 16 regiones (79,2 años), marcada por 
patologías asociadas a la exposición ambiental y a la alta radiación ultravioleta. 
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A ello se suma la complejidad de una población transitoria que vive el territorio como una “ave de paso”, lo 
que fractura el tejido social y dificulta la construcción de proyectos de vida de largo plazo. La baja oferta 
cultural y recreativa urbana, sumada al alto costo de vida, desincentiva el arraigo y empuja a que parte del 
talento local emigre en busca de mejores condiciones, aun en una región que concentra oportunidades 
laborales. En este escenario, instituciones como la Universidad Católica del Norte, el Parque Científico 
Tecnológico y diversos centros de investigación regional operan como anclas que estabilizan capital 
humano, producen conocimiento contextualizado y ofrecen espacios de comunidad. Fortalecer la 
infraestructura cultural, educativa y científica resulta tan estratégico como construir nuevas plantas solares 
o proyectos de Litio si el objetivo es consolidar un territorio habitable y no solo un enclave productivo.  
 
La transición energética adquiere en Antofagasta un rostro territorial concreto. Empresas mineras, 
universidades y centros como el Centro de Innovación Energética exploran soluciones en energías limpias, 
electrificación de procesos, almacenamiento y minería de bajas emisiones. La región comienza a articular 
un ecosistema donde minería verde, energías renovables, biotecnología de extremófilos y servicios 
científicos conviven en una misma matriz productiva, con capacidad de agregar valor y diversificar la 
economía más allá de la extracción primaria. Esa sofisticación, sin embargo, solo será sostenible si se 
acompaña de un pacto social que ponga en el centro el bienestar de las comunidades locales y el respeto 
por los límites ecológicos del territorio.  
 
La región es hoy un laboratorio donde se ensaya la posibilidad de armonizar desarrollo productivo, justicia 
territorial y cuidado de la vida. Integrar minería, energía, turismo, ciencia y salud bajo una planificación 
coordinada implica transitar desde un modelo centrado en extraer recursos a uno orientado por 
conocimiento, valor agregado y bienestar. La innovación deja de ser una capa tecnológica adicional y se 
convierte en herramienta para reducir asimetrías, proteger bofedales y biodiversidad y diseñar 
infraestructuras compatibles con el límite ecológico del desierto.  
 
La Región de Antofagasta dispone de los elementos para consolidarse como un territorio de sostenibilidad 
avanzada, donde el progreso, la salud y el patrimonio conviven bajo el mismo sol. Reconstruir su identidad 
implica integrar el saber ancestral, la investigación de frontera y una infraestructura coherente, 
entendiendo que la sostenibilidad es una transformación estructural del modelo de desarrollo y no solo 
una etiqueta reputacional. Cada innovación tecnológica y cada avance científico refuerzan una visión que 
alinea minerales críticos, biodiversidad extrema y la ciencia como bienes públicos al servicio de la 
ciudadanía. Bajo el cielo del desierto, el latido de la tierra ancestral acompaña una ruta donde ciencia, 
economía y cultura tejen un futuro de bienestar compartido.  
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Vejez, enfermedad y aislamiento en los valles de Coquimbo 
 
La Región de Coquimbo se despliega como un territorio de contrastes agrestes, donde la riqueza mineral y 
la transparencia de sus cielos bordean la fragilidad de una tierra que se reseca bajo la presión de su propio 
uso. Es una geografía que hipnotiza: desde la fertilidad de sus valles transversales hasta el ocre profundo 
de las quebradas del Choapa, terminando en una costa brava donde el Pacífico golpea con fuerza. Aquí, el 
viento cuenta historias de pescadores y de antiguos diaguitas que consideran que los cerros no son solo 
geología; son los Achachilas, o “abuelos”, protectores pétreos que custodian el espíritu de la zona. En estos 
valles, la herencia ancestral se funde con el respeto andino por la tierra; a las personas mayores no se les 
honra solo por su edad, sino porque poseen el mapa de la memoria que permite sobrevivir en un entorno 
difícil. 
 
Actualmente, esa geografía simbólica convive con una realidad demográfica y ambiental cada vez más 
compleja. Coquimbo presenta hoy un índice de envejecimiento muy cercano al promedio nacional, con 77,6 
personas de 65 años o más por cada 100 menores de 14 años, frente a un índice país de 79, según los 
primeros resultados del Censo 2024. Al interior de la región se observan, sin embargo, enclaves rurales 
donde esta relación se dispara: comunas como Río Hurtado (índice de envejecimiento 173,7) y Canela 
(155,3) encabezan el ranking regional, aproximándose a dos personas mayores por cada menor de 14 años.  
Se trata de territorios donde las personas mayores habitan caseríos dispersos y dependen de redes 
comunitarias frágiles, mientras la baja presencia de niñas y niños transforma la soledad en un rasgo visible 
del paisaje humano.  
 
“La vejez es la última de nuestras patrias; en ella, el cuerpo se vuelve una tierra cansada que solo aspira a la 
paz del horizonte”, escribió Gabriela Mistral desde Montegrande. Pero esa paz hoy es esquiva. El estado de 
ánimo de los mayores se ve amenazado por la depresión y el aislamiento bajo el peso de la incertidumbre 
hídrica. A esto se suma la carga de enfermedades no transmisibles: la hipertensión y la diabetes tipo 2 
encabezan la morbilidad, seguidas por afecciones respiratorias crónicas —agravadas por la polución 
minera— y la artrosis degenerativa, que limita la movilidad de quienes han trabajado la tierra y el mar 
durante décadas. La salud mental se deteriora en una melancolía profunda donde el sistema regional lucha 
por llegar a tiempo. 
 
Coquimbo suma a este escenario una amenaza local: el mal de Chagas que, tras décadas de latencia, 
aparece como una enfermedad capaz de destruir fibras musculares y nerviosas, provocando cardiopatías y 
daños digestivos irreversibles. Según el Programa Nacional de Chagas del Minsal y antecedentes difundidos 
por el Gobierno Regional, la Región de Coquimbo concentra en torno al 44% de las personas 
diagnosticadas con esta enfermedad en Chile, lo que la convierte en el principal foco del país.  La Triatoma 
infestans, o vinchuca, se oculta en muros de adobe y grietas de viviendas precarias y transmite el parásito 
Trypanosoma cruzi a través de sus heces, manteniendo un riesgo sostenido en sectores rurales.   
 
Ante esta realidad, la región lidera un esfuerzo para cortar la transmisión vectorial, implementando 
sistemas de vigilancia entomológica, trazabilidad del insecto y seguimiento clínico sistemático de las 
personas infectadas, en línea con las recomendaciones de la OPS/OMS.  En zonas rurales, estudios locales 
(como el “Análisis de la distribución espacio temporal de la enfermedad de Chagas en la Región de 
Coquimbo (2008–2024)” de Villalobos et al. y los antecedentes epidemiológicos recopilados por el MINSAL y 
la Seremi de Salud) muestran prevalencias de infección en personas mayores que superan ampliamente el 
promedio nacional, convirtiéndose en un caso emblemático de cómo los factores territoriales se traducen 
en riesgos específicos para la salud geriátrica. 
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En territorios como Coquimbo, esa tensión entre más años de vida y menos recursos sanitarios per cápita 
se cruza con factores ambientales y geográficos que complejizan el acceso a diagnósticos oportunos y 
tratamientos continuos para enfermedades crónicas como el Chagas. En este contexto, mientras la 
academia forma especialistas y equipos clínicos para abordar la multimorbilidad en personas mayores, el 
Gobierno Regional ha impulsado iniciativas para financiar clínicas móviles y dispositivos territoriales que 
acerquen la atención a valles y localidades aisladas, integrándolos en el diseño de la red asistencial 
2023–2028.  
 
Esa misma lógica de adaptación territorial está presente en la discusión sobre el agua: la transición hacia la 
desalinización, impulsada por la industria sanitaria y el sector minero, busca liberar agua dulce para 
consumo humano y actividades productivas en una región sometida a sequías prolongadas. Proyectos 
como la planta desaladora multipropósito para la conurbación La Serena–Coquimbo y el Limarí se 
presentan como pilares de una nueva seguridad hídrica que podría beneficiar a más de 500.000 personas. 
Sin embargo, distintos análisis regionales advierten que esta emergente “soberanía hídrica” sólo mejorará 
efectivamente la calidad de vida (en particular de las personas mayores que habitan en zonas rurales) si se 
vincula explícitamente con políticas sociales y de salud, y no queda restringida a la lógica de grandes 
proyectos definidos desde el nivel central.  
 
Estudios como el trabajo de Hormazábal (2025) sobre escasez hídrica y afectaciones sociosanitarias en la 
cuenca del Limarí, así como los diagnósticos de Escenarios Hídricos 2030 para Coquimbo (esfuerzo 
mancomunado de Fundación Chile, Fundación Futuro Latinoamericano y Fundación Avina), subrayan que la 
crisis del agua impacta directamente en el bienestar, la salud y el envejecimiento en los territorios rurales si 
no se acompaña de una gobernanza que priorice el consumo humano y el cuidado de las comunidades.  
 
Por ello, la respuesta a esta crisis exige una interacción multidisciplinaria. Según el informe Health at a 
Glance 2025 de la OCDE, Chile se cuenta entre los países donde el envejecimiento avanza con mayor 
rapidez dentro del bloque, combinando una esperanza de vida al nacer de 81,6 años (ligeramente por 
encima del promedio de la OCDE) con un gasto en salud de 3.749 dólares PPA por persona, muy por debajo 
del promedio de 5.967 dólares de los países miembros.  
 
El éxito de la región se ampara en que las nuevas generaciones reconozcan el valor de su entorno, 
especialmente a través de la educación territorial. El bienestar en los valles y el de las personas mayores 
dependerá de la telemedicina adaptada a la idiosincrasia local y de una red de polos tecnológicos rurales 
con monitoreo digital que impida que el aislamiento sea una sentencia. Coquimbo busca, a través de la 
ciencia con pertinencia territorial y una alianza entre el Estado y el sector privado, actuar en escucha y 
respeto a la cultura de su gente. Solo así se podrá asegurar que el tiempo de vida no se consuma en listas 
de espera que ignoran las distancias, permitiendo que la vejez sea habitada con la dignidad y el respeto 
que los "abuelos" de la tierra merecen. 
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Cáncer gástrico en el Maule: una sombra sobre el valle 
 
En el Maule, el cáncer gástrico no es solo una estadística: es una sombra que se cuela en la vida cotidiana 
de los pueblos y del campo. Aparece en cocinas donde el día comienza con pan amasado, té cargado y 
conversaciones breves antes de ir a la faena, y donde el ardor o el dolor de estómago se arrastran durante 
años, confundidos con el estrés de la temporada o “el comer pesado”. Se hace presente en casas donde la 
pérdida de peso se atribuye primero al cansancio, luego a los años, hasta que el cuerpo ya no aguanta. 
Para muchas familias, el diagnóstico llega al final de un largo trayecto de postergaciones, caminos de tierra, 
turnos perdidos y esperas silenciosas en salas de oncología, lejos del lugar donde se ha vivido toda la vida. 
 
De acuerdo con las estimaciones más recientes del International Agency for Research on Cancer (IARC) – 
GLOBOCAN 2022 y con los análisis del estudio Global Burden of Disease, cada año se diagnostican 
aproximadamente 1,1 millones de nuevos casos y se registran entre 770.000 y 800.000 muertes por esta 
enfermedad en el mundo. Estas cifras sitúan al cáncer gástrico entre las principales causas de mortalidad 
por cáncer a nivel global, en un grupo de impacto comparable al de los cánceres de pulmón, colorrectal o 
hepático.  
 
En este escenario, las cifras muestran a Chile de manera consistente como uno de los países con mayor 
carga relativa de cáncer gástrico fuera de Asia Oriental: según la revisión “Gastric Cancer in Latin America” 
de Huitzil‑Meléndez et al. (2025), Perú y Chile se sitúan entre las tasas más altas del mundo fuera de Asia, 
con incidencias estandarizadas en torno a 14 casos nuevos por 100.000 habitantes y mortalidades cercanas 
a 11 muertes por 100.000. La situación se vuelve aún más crítica en ciertos territorios: de acuerdo con la 
“Descripción epidemiológica del cáncer gástrico en Chile” de Brenner, Dathe y Núñez (2020) y con los 
análisis de la Sociedad Chilena de Gastroenterología y la Universidad de Talca, la Región del Maule se ha 
consolidado como una de las zonas de mayor riesgo del país, con tasas de mortalidad por cáncer gástrico 
sistemáticamente superiores a la media nacional y un exceso de riesgo que se extiende desde Maule hacia 
el sur del territorio. 
 
La elevada incidencia en esta región no es azarosa, sino el resultado de una convergencia crítica de 
determinantes territoriales, biológicos y culturales. El protagonista principal es la bacteria Helicobacter 
pylori, cuya prevalencia en la zona alcanza niveles cercanos al 80% de la población, frente al 70% a nivel 
nacional. Este microorganismo constituye el factor de riesgo etiológico fundamental para el desarrollo de la 
enfermedad, pero su impacto depende de condiciones del entorno: el consumo de aguas contaminadas y 
la exposición a agroquímicos vinculada al uso de insecticidas en la labor de campo. La ciencia investiga hoy 
con preocupación cómo la calidad del agua y estos componentes químicos impactan en la inflamación 
crónica del epitelio gástrico, creando el caldo de cultivo perfecto para la carcinogénesis. 
 
A este componente biológico se suma la dieta, entendida en el Maule como un culto a la abundancia y la 
sobremesa. La alimentación regional está marcada por el alto consumo de sal, grasas, carnes procesadas y 
alimentos ahumados. Pablo de Rokha, en su libro Epopeya de las comidas y las bebidas de Chile, 
sentenciaba con brutal honestidad: “Comer es un acto de guerra y de amor, un asalto a la naturaleza, una 
integración del universo en el estómago”. Para quienes se sientan representados por el poeta maulino, es 
vital comprender que la detección temprana representa la línea divisoria entre la vida y la muerte. La 
ciencia es categórica: un diagnóstico en etapa localizada permite una sobrevida del 75% a cinco años; si se 
detecta en fase de metástasis, esta probabilidad cae drásticamente a sólo un 8%. 
 
El estándar mundial para una detección certera es la endoscopía digestiva alta, un procedimiento que en 
referentes como Japón y Corea del Sur es una política pública universal. No obstante, en el Maule, la 
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aplicación de esta ciencia enfrenta una carencia devastadora de recursos técnicos y humanos. El déficit de 
médicos endoscopistas y la falta de infraestructura adecuada generan listas de espera en el sistema 
público que pueden durar entre dos y tres años. Este retraso no es solo administrativo; es biológicamente 
fatal. Los datos del Hospital Regional de Talca confirman una realidad sombría: el 50% de los pacientes 
diagnosticados fallece en el corto plazo, y de ellos, casi el 60% muere dentro de los primeros seis meses 
tras el diagnóstico debido a la progresión avanzada del tumor al momento del ingreso. En el Maule, la 
ineficiencia en la atención parece pesar tanto como la propia biología de la enfermedad.   
 
El factor de mayor peso hoy es la inequidad territorial. La ruralidad predominante impone distancias 
geográficas que retrasan el contacto inicial con el sistema de salud; una molestia que podría resolverse con 
una endoscopía de control se transforma, con los años, en un cáncer avanzado porque el consultorio 
queda lejos, el bus pasa poco y el día de trabajo no se puede perder. La centralización de recursos y el alto 
costo de implementar diagnósticos masivos han profundizado la brecha social, haciendo que sean 
precisamente las comunidades más expuestas (las agrícolas, las que viven cerca de fuentes de agua 
contaminadas) las que menos acceso tienen a la detección oportuna.    
 
En este mismo territorio, la forma en que se cuida el agua y se manejan los residuos se vuelve parte del 
problema y también de la solución. Las napas que abastecen a pueblos y parcelas reciben, desde hace 
décadas, la presión de fertilizantes, plaguicidas y otros químicos agrícolas que pueden filtrarse lentamente 
hacia el subsuelo. Avanzar hacia una infraestructura hídrica robusta (que trate las aguas, controle los 
vertidos y reduzca la carga de contaminantes) y hacia prácticas más limpias en el uso de agroquímicos no 
es solo un asunto ambiental: es también una forma de prevención en salud. La reutilización de aguas 
tratadas, el control estricto de plaguicidas y el manejo adecuado de residuos agrícolas se perfilan como 
barreras silenciosas pero decisivas para disminuir el riesgo de cáncer gástrico en las próximas décadas.   
 
En paralelo, la modernización de la red de salud regional (impulsada por el nuevo Hospital de Curicó y las 
mejoras en el Hospital de Talca) busca descentralizar la atención, ofreciendo quimioterapia local, cirugía de 
alta complejidad y diagnósticos avanzados como el PET‑CT. Pero este avance tecnológico choca de frente 
con el déficit de capital humano. La gestión ineficiente de las interconsultas y la falta de médicos perpetúan 
un sistema en el que no es raro que, cuando por fin llega el llamado para la atención, el paciente ya haya 
librado y perdido esa batalla en silencio. 
 
La situación en el Maule muestra con crudeza cómo la vulnerabilidad socioeconómica se convierte en una 
barrera para la supervivencia. El desafío no es sólo médico, sino también una disputa por la justicia 
territorial: la región necesita atraer especialistas y lograr que se queden, ofreciendo condiciones de vida, 
redes culturales y servicios que hagan posible habitar el territorio más allá de la sala de operaciones.  
 
Esto parece posible si las instituciones locales lideran la transformación, alineando esfuerzos para que el 
diagnóstico deje de ser una noticia tardía y se convierta en una verdadera oportunidad de vida. Solo así, en 
este valle que alimenta al país, el cáncer gástrico dejará de ser una condena silenciosa y podrá leerse, algún 
día, como una enfermedad que la ciencia no solo sabe prevenir, sino también curar a tiempo. 
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Plantar edificios para diseñar un futuro sustentable en Biobío 
 
Chile enfrenta hoy un déficit habitacional cuantitativo de 405.552 viviendas nuevas por construir a nivel 
nacional, según la Encuesta Casen 2024 y las estimaciones del Centro de Estudios del Ministerio de Vivienda 
y Urbanismo. En la Región del Biobío, esta brecha se expresa en decenas de miles de hogares que 
requieren una solución habitacional. Esta crisis, que golpea con fuerza a los sectores más vulnerables, ha 
encontrado en el corazón industrial de la zona una respuesta con vanguardia tecnológica sin precedentes. 
El Biobío, reconocido históricamente como el foco forestal del Cono Sur, ha dejado de ser únicamente un 
yacimiento de materia prima para convertirse en el laboratorio de la vivienda industrializada. Esta apuesta 
busca transformar el modo de habitar el territorio, mientras intenta sanar las cicatrices de su propia 
historia productiva y ambiental. 
 
En este escenario, la oferta regional es única: posee el capital humano, la academia y la infraestructura 
para liderar la Estrategia Nacional de Construcción en Madera para el año 2028. Este despliegue técnico se 
sustenta en el imperativo ético de "fundar el domicilio" que reclamaba el poeta Gonzalo Rojas en su obra 
Contra la muerte: “no basta nacer, hay que fundar el domicilio, hay que amarrar el aire a las vigas de la 
casa”. Esa visión cobra hoy un sentido estrictamente técnico en la construcción industrializada, un método 
que permite prefabricar estructuras de alta precisión en plantas automatizadas para luego ensamblarlas en 
terreno, reduciendo drásticamente los tiempos de entrega. 
 
El motor de este cambio es la Madera Laminada Cruzada (Cross Laminated Timber, CLT). Este material, que 
desafía al hormigón y al acero, consiste en paneles de madera sólida formados por capas encoladas y 
cruzadas a 90 grados. Dicha técnica le otorga una rigidez estructural capaz de sostener edificios en altura, 
pero con una ligereza que facilita su transporte a zonas rurales o de difícil acceso. Su valor trasciende lo 
estructural para alcanzar lo ambiental y lo social. Al actuar como un sumidero de carbono, la madera 
tecnológica mantiene el CO₂ atrapado durante toda la vida útil del edificio, contribuyendo a la 
descarbonización de una industria que representa cerca del 37% de las emisiones globales. Así, el Biobío no 
solo construye casas; está “plantando” estructuras que contribuyen a limpiar la atmósfera, vinculando la 
política habitacional con la acción climática. El bosque deja de ser un recurso exclusivamente extractivo 
para convertirse también en una solución habitacional que respira y protege el entorno.    
 
No obstante, esta innovación debe abrirse paso en una zona marcada por la experiencia del desastre. La 
expansión de monocultivos forestales, la acumulación de residuos y las sequías crecientes han elevado el 
riesgo de incendios de gran escala. El megaincendio de enero de 2026, que arrasó miles de hectáreas entre 
Ñuble y Biobío, destruyó miles de viviendas y dejó a más de veinte mil personas damnificadas, expuso con 
crudeza la vulnerabilidad del territorio cuando el fuego avanza desde el bosque hacia la ciudad. En 
comunas como Penco, Lirquén o Tomé, barrios completos quedaron reducidos a cenizas en pocas horas, 
recordando que cualquier proyecto de construcción en madera debe inscribirse en una nueva forma de 
gestionar el paisaje y el riesgo. Por ello, la revolución tecnológica exige un nuevo pacto territorial: la 
industria transita hoy hacia un modelo de buena vecindad, donde la gestión del fuego, del agua y la 
protección de la biodiversidad son tan prioritarias como la eficiencia de la línea de producción.   
 
La gran prueba para esta tecnología es su capacidad de llegar a todo tipo de familias. Durante décadas, la 
madera en Chile se asoció a soluciones habitacionales de menor calidad. Hoy, el Biobío busca revertir ese 
sesgo mediante conjuntos de vivienda que superan en estándar térmico y acústico a la construcción 
tradicional. A través de convenios entre el Ministerio de Vivienda y Urbanismo y plantas locales, el diseño 
estandarizado permite reducir costos y errores, acelerando los tiempos de construcción de viviendas de 
alta calidad, algo aún más urgente tras la devastación del último megaincendio.   

12 



 
Este ecosistema se apoya en una red de universidades y centros de formación técnica que rediseñan sus 
currículos para formar al trabajador del futuro: especialistas en manufactura avanzada que comprenden 
que la sostenibilidad comienza con el manejo responsable del bosque. Frente al temor hacia el fuego, la 
ciencia ha demostrado que el CLT posee una resistencia superior al acero en condiciones de incendio; su 
capa externa se carboniza de manera controlada, protegiendo el núcleo estructural. El desafío está en 
demostrar, con evidencia y proyectos construidos, que la madera tecnológica, proveniente de paisajes 
gestionados con cortafuegos, manejo de combustibles y restauración ecológica, integra la seguridad desde 
la raíz hasta el techo.    
 
En ese cruce entre déficit habitacional, crisis climática e incendios extremos, el Biobío ensaya una salida 
propia: un modelo donde la misma región que sufrió en enero de 2026 pueda reconstruirse con su recurso 
emblemático, pero bajo nuevas reglas de cuidado, gobernanza y ciencia aplicada.  
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El desafío de la gestión de residuos en la cuenca lechera del sur 

 
Las regiones de Los Ríos y Los Lagos, reconocidas por sus lluvias constantes y la fertilidad de sus suelos de 
origen volcánico, constituyen el centro agroindustrial más dinámico del sur de Chile. En este territorio, 
donde la red de ríos y lagos ha determinado históricamente la distribución humana y económica, la 
actividad lechera ha transitado desde una práctica agropecuaria tradicional hasta convertirse en un motor 
industrial de alta complejidad técnica. La producción láctea regional ha sido pilar de la seguridad 
alimentaria nacional, evolucionando desde la ordeña manual hasta niveles de eficiencia que hoy definen su 
identidad competitiva en los mercados globales. Sin embargo, este patrimonio natural enfrenta una de las 
encrucijadas más críticas de su historia moderna: la abundancia hídrica ya no garantiza la sostenibilidad 
ante un modelo de gestión que evidencia signos de agotamiento sistémico.  
 
Este rubro opera en una marcada heterogeneidad tecnológica. En las praderas coexisten sistemas dispares: 
desde unidades robotizadas con monitoreo digital y altos estándares de bienestar animal hasta pequeños 
productores que sostienen métodos de pastoreo extensivo y manejo familiar. Esta brecha tecnológica es 
un desafío ineludible frente a las nuevas exigencias de los mercados internacionales, que ya no solo piden 
volumen y calidad, sino también pruebas de trazabilidad y responsabilidad ambiental. En términos de 
eficiencia, la literatura especializada en huella hídrica estima que producir un litro de leche de vaca 
requiere del orden de 1.000 litros de agua, considerando el consumo del ganado, el riego del forraje y los 
procesos asociados a la producción, según las evaluaciones globales de Mekonnen y Hoekstra sobre la 
huella hídrica de los productos pecuarios. Esa huella hídrica sitúa a la industria en una posición de 
vulnerabilidad frente al cambio climático, lo que obliga a buscar fórmulas que compatibilicen 
competitividad con una reducción sustantiva de los pasivos ambientales.  
 
La presión sobre el ecosistema no se limita al agua. El éxito de la cadena láctea se mide ahora también por 
su capacidad de reducir emisiones de metano, gestionar los residuos nitrogenados y evitar que los 
desechos sólidos se conviertan en una amenaza para las comunidades. Sin embargo, el equilibrio 
ambiental peligra por un problema transversal: el colapso de la infraestructura para disponer de los 
residuos. La gestión de desechos se ha vuelto una urgencia de salud pública ante vertederos regionales 
que han sobrepasado su vida útil. El colapso operativo se expresa en desbordes de residuos sólidos del 
orden de cientos de toneladas mensuales sin tratamiento adecuado, con lixiviados que permean hacia las 
napas freáticas y gases que deterioran la calidad del aire, al tiempo que favorecen la proliferación de 
vectores sanitarios.  
 
La contaminación en la zona se ha vuelto multidimensional. A la saturación de rellenos sanitarios se suma 
la deficiente gestión de plásticos industriales —como los envoltorios de bolos y ensilajes— que, al no ser 
recuperados, degradan el paisaje, obstruyen cauces y terminan fragmentados en suelos y cursos de agua. 
Paralelamente, la polución por combustión residencial de leña añade otra capa de complejidad al perfil de 
riesgo sanitario, generando episodios críticos de calidad del aire en centros urbanos y rurales. Este 
deterioro ambiental impacta directamente en sectores vitales como el turismo de naturaleza, que depende 
de la integridad de los ecosistemas y de la promesa de pureza escénica que sustenta la marca regional. La 
presencia de microbasurales y el manejo precario de residuos orgánicos —que representan más de la 
mitad del volumen total— erosionan esa imagen de “paisaje prístino” que el sur proyecta hacia dentro y 
fuera del país.  
 
Ante este escenario, la transición hacia modelos de economía circular aparece como la mejor vía para 
asegurar la viabilidad del territorio. La prioridad está en cambiar la forma en que se manejan los residuos: 
que la mayor parte de los restos orgánicos, en vez de terminar en vertederos, se transforme en algo útil, 
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como abonos naturales para los campos o energía limpia para la región. Al mismo tiempo, se requieren 
programas de educación ambiental que enseñen, desde los hogares y las industrias, a separar bien la 
basura desde el inicio, de modo que lo reutilizable no se pierda mezclado con el resto, y que el cierre y post 
cierre de vertederos se hagan con criterios sanitarios y ambientales estrictos.  
 
Desde esa lógica, la revalorización de los residuos permite tejer nuevas relaciones entre los actores 
productivos del territorio. Lo que antes era un problema para el sector lechero puede convertirse en 
materia prima para otros: lodos y purines tratados pasan a ser fertilizantes para la agricultura local o 
biogás que alimenta la red eléctrica, reduciendo emisiones y costos. A la vez, los plásticos agrícolas y otros 
polímeros recuperados encuentran un nuevo uso en materiales para construcción e infraestructura rural, 
prolongando su vida útil y evitando que terminen esparcidos en praderas y cursos de agua. La cuenca 
lechera del sur empieza, así, a imaginarse como un ecosistema donde cada eslabón aprovecha lo que el 
otro descarta.  
 
El mercado global ha experimentado un cambio de paradigma irreversible: ya no se compra solo una 
materia prima, sino un producto que llega acompañado de su historia ambiental. Las grandes 
procesadoras y los consumidores más exigentes demandan certificaciones de carbono neutralidad, uso 
eficiente del agua, bienestar animal y gestión moderna de residuos. En este contexto, el futuro de Los Ríos 
y Los Lagos depende de su capacidad científica y política para reconciliar su vocación productiva con la 
protección rigurosa de su capital natural.  
 
Si la región logra convertir la actual crisis de residuos en un catalizador de modernización, la economía 
circular dejará de ser un concepto abstracto para convertirse en la estructura misma de su competitividad. 
Será entonces posible que la leche del sur no solo cuente una historia de praderas verdes y lluvias 
abundantes, sino también de sistemas capaces de cerrar ciclos, reducir impactos y construir resiliencia 
climática sin renunciar a su identidad territorial. 
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